
El extendido uso de la televi-
gilancia, en medio del clima de
inseguridad que afecta al país,
ha consolidado el empleo de cá-
maras de seguridad privadas co-
mo un factor cla-
ve para prevenir
delitos y aportar
medios de prue-
ba en pesquisas
policiales.

Esta tendencia
ocurre en medio
de la marcada
brecha en las re-
des de monito-
reo audiovisual
entre munic i -
pios, que con-
trasta con la alta
proporción de
negocios que sí
las poseen.

Según sonde-
os de la Cámara
Nacional de Co-
mercio (CNC), del 54% de los
establecimientos comerciales
que cuenta con gastos fijos en
seguridad, el 85,6% dispone de
cámaras para este fin. Esto sin
contar la creciente instalación
en viviendas.

A juicio de Gonzalo Castro,
general (r) de Carabineros y ac-
tual director de Seguridad Pú-

blica de la Municipalidad de An-
tofagasta, la implementación de
redes de monitoreo a distancia
presenta el desafío de una alta
inversión, como también la rápi-
da obsolescencia de este tipo de
tecnología. 

“Entendiendo que cada vez
hay una mayor
inversión priva-
da en este tipo
de vigilancia, es
f u n d a m e n t a l
contar con una
visión que inte-
gre un sistema
público de ad-
ministración de
imágenes, con el
aporte de las cá-
maras privadas.
Obviamente con
el marco norma-
tivo que permita
r e s g u a r d a r l a
pr ivac idad de
las personas”,
indica.

“El municipio
está impulsando una serie de
proyectos para expandir nuestra
capacidad en televigilancia. Pe-
ro si en este minuto tenemos 30
cámaras operativas, que tienen
una capacidad de cobertura muy
limitada, obviamente la posibili-
dad de que estos delincuentes
sean capturados por cámaras
privadas o particulares es mu-

cho mayor que las de seguridad
pública, porque están distribui-
das en casi toda la ciudad. Todos
los negocios tienen cámaras tan-
to en su interior y exterior. Hasta
los almacenes más pequeños”,
agrega.

Según expertos en análisis de
seguridad, la Región Metropoli-
tana contaría con 600 mil a 700
mil cámaras de televigilancia.
Del total, solo el 2% correspon-
dería al sector público (munici-
palidades o Carabineros).

Supliendo al Estado

Eduardo Labarca, prefecto (r)
de la Policía de Investigaciones
(PDI), recalca que los sistemas

de vigilancia privados hoy su-
plen, de alguna forma, al Estado
en labores de seguridad. “Las cá-
maras de particulares no están
pensadas para prevenir el delito
a nivel global o para hacer un
aporte a la sociedad o a la muni-
cipalidad. El particular invierte
su patrimonio para cuidar sus
bienes y entorno. Pero el resulta-
do es que para las policías esta
inversión particular está coope-
rando, sin ser su fin, en la tran-
quilidad y en la investigación de
los delitos”, sostiene.

“Hoy las cámaras de particu-
lares están supliendo y aportan-
do a la seguridad debido a la ine-
ficacia del Estado, que en este
sentido no contribuye. Porque lo

que debiera pasar es lo que suce-
de, por ejemplo, en otros países,
que cuentan con una alta dota-
ción de cámaras gubernamenta-
les, con una sola central y que
pueden ser revisadas de inme-
diato (...). Hoy, ante alguna in-
vestigación, los policías tienen
que ir poco más que pidiendo un
favor. Si la persona no quiere en-
tregar las imágenes está en su
pleno derecho, porque es su pa-
trimonio. Se tiene que pedir, en-
tonces, una orden a un juez para
incautar esas grabaciones”, dice.

Fuentes policiales indican que
la labor de recopilar imágenes de
sistemas de televigilancia parti-
culares puede tardar semanas,
con un alto costo en “horas hom-

bre”. En cambio, un sistema in-
tegrado de video de seguridad,
con inteligencia artificial, tarda-
ría segundos para buscar medios
de prueba en algún ilícito. 

Contrastes en el país

En tanto, de acuerdo con un
análisis de la U. Diego Portales
sobre iniciativas de seguridad
municipal, Las Condes y Vitacu-
ra registran la mayor cantidad
de cámaras operativas (3.928 y
1.094, respectivamente). Este in-
dicador contrasta con el de co-
munas como Maipú (106), Puen-
te Alto (137), Viña del Mar (122)
y Los Lagos (32), entre otras. 

Sin embargo, otras comunas
con alto número de habitantes
no registran cámaras operativas.

“Puerto Montt está integran-
do las cámaras del municipio
con las de Carabineros. Hay
otras municipalidades, como
Providencia o Santiago, que lo
venían haciendo hace más tiem-
po. Es un trabajo que está en de-
sarrollo y que debería potenciar-
se para ver la posibilidad de que
Carabineros cuente con todas
estas cámaras. Como también el
traspaso de información entre
municipios vecinos, que tam-
bién es muy importante”, expre-
sa Sergio Morales, coordinador
del Observatorio del Comercio
Ilícito y Seguridad de la CNC.

Se han extendido desde grandes empresas hasta pequeños almacenes:

Sistemas de televigilancia privados
fortalecen la prevención de delitos
ante brecha en la red pública

CLAUDIO SANTANDER

y JUAN CARLOS ROMO

Revisar ese tipo de dispositivos de
seguridad requiere un trabajo manual
por parte de las policías, lo que podría
extenderse por semanas, a diferencia de
redes con inteligencia artificial.

RESGUARDO.— En diversas zonas del país es habitual que locatarios denuncien que los afecta una ola de robos y por
ello han apostado a la instalación de cámaras.
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Los registros públicos tam-
bién permiten obtener medios

de prueba para resolver ilícitos,
como ha ocurrido con crímenes

en comunas como Santiago.
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ne situaciones similares referen-
tes a drones, ya que dos vehícu-
los “puesto de mando dron” no
presentaron uso “ya que está en
proceso la tramitación de docu-
mentación interna (asignación
de sigla, combustible, tag, etc.).
Otros dos drones de la PDI “no
presentaron utilización, toda
vez que la inscripción y seguro

La compra de un software por
parte del Ministerio Público en
2019 derivó en una indagatoria
penal por un eventual fraude al
fisco. Según los antecedentes de
la causa, se buscó implementar
que “Vigía”, aplicación de vigi-
lancia, reemplazara a “Resit”, un
sistema de medidas intrusivas,
lo cual no era posible, puesto
que no cumplía con las necesida-
des de la institución. 

En esas pesquisas, se incor-
pora la resolución firmada por
el entonces fiscal nacional Jor-
ge Abbott que autorizaba “la
compra directa a la empresa
The Pegasus Group Company
S.A. de Vigía Elité (...) por un
monto máximo total de US$
1.030.000 IVA incluido, equi-
valente, como referencia, a
$772.500.000 al utilizar un ti-
po de cambio de $750”. Sin em-
bargo, a pesar del alto valor, el
sistema nunca funcionó.

Se trata de un caso en que la
adquisición no cumplió con su
objetivo, pero también los hay
en otras instituciones vincula-
das con el ámbito de la justicia o
la seguridad. 

n Rayos X o vehículos sin
uso por falta de capacitación
o facturas impagas

En febrero de este año, por
ejemplo, este medio publicaba
una auditoría a Gendarmería, en
la que parte de los hallazgos de
Contraloría consistía en cuatro
equipos de inspección de rayos
X y dos de ondas milimétricas
que no se estaban utilizando,
pese a que significaron una in-
versión de más de $831 millo-
nes. La explicación dada por
Gendarmería en el informe fue
que no se había realizado la res-
pectiva capacitación, además de
la “tramitación oportuna de au-
torizaciones sanitarias y/o fa-
llas”. Y, ese mismo mes, se cono-
cía que en la Región del Biobío
existían 35 vehículos entrega-
dos a Carabineros hace más de
un mes que no se estaban utili-
zando por facturas impagas, in-
formó Radio Bio-Bio.

A su vez, un informe de abril
de este año sobre la Política Na-
cional contra el Crimen Organi-
zado evidencia situaciones simi-
lares. Por ejemplo, en Aduanas,
está la compra de un “espectró-
metro de masa”, en el cual “no se
cumplió la meta, ya que en este
período no hubo acciones que
requirieran su uso”. La Policía
de Investigaciones también tie-

fueron entregados en marzo del
presente año”. 

n “Es fundamental el uso
de tecnología para adelan-
tarse al crimen organizado”

Sobre estos hechos, Pía Gree-
ne, académica de la USS, plan-
tea que “los recursos del Estado
muchas veces se ven malgasta-

dos o mal ejecutados”. En tan-
to, Pilar Giannini, exjefa de Di-
visión de Seguridad Pública,
dice que “la primera preocupa-
ción de los chilenos es la seguri-
dad y el avance del crimen or-
ganizado. En este sentido, es
fundamental la inteligencia y el
uso de tecnología para adelan-
tarse al crimen organizado”.

“Muchas veces los recursos
existen y el problema es de ges-
tión y burocracia. La estructura
institucional vigente no favo-
rece una respuesta ágil a la
transformación del delito”,
puntualiza.

Ante el posible ex-
ceso de burocratiza-
ción, Greene cree que
“si bien se requiere
de todo tipo de fisca-
lizaciones, del segui-
miento, de las eva-
luaciones —por par-
te del Ministerio de
Hacienda o el Ministerio de De-
sarrollo Social, si corresponde—,
sería muy bueno pensar bajar la
carga burocrática de manera que
los presupuestos se puedan eje-
cutar con mayor celeridad, man-
teniendo, por supuesto, el segui-
miento y la transparencia, que es
lo fundamental”.

n “Siempre van a poder
encontrarse casos”

Por su parte, Sebastián Valen-
zuela, exsubsecretario de Justi-

cia, comenta que “siempre van a
poder encontrarse casos donde
posterior a la compra de equi-
pos, estos pueden no estar utili-
zándose, pero aquí vemos con
los datos del informe que se trata
de casos que se replican en va-

rias instituciones,
aunque las causas
pueden ser distintas,
en un tema tan rele-
vante como lo es hoy
la capacidad técnica y
operativa del Estado
para enfrentar el cri-
men organizado”.

Sin embargo, considera, “pa-
rece necesaria una instancia
técnica ajena a cada servicio o
institución que valide la razo-
nabilidad e idoneidad de una
decisión de compra, la capaci-
dad de la institución para ges-
tionar dichos equipos, y un me-
canismo de seguimiento poste-
rior al proceso, porque incluso
los problemas comienzan con
anterioridad, como lo demues-
tra la baja ejecución presupues-
taria”.

Software, drones o autos para combatir el delito común y el crimen organizado han estado sin uso

Se compró y no se utiliza: ¿Qué tan
recurrentes son esas adquisiciones en
instituciones de justicia o seguridad?

EDUARDO CANDIA

Expertos advierten que pueden estarse malgastando recursos fiscales, aunque también creen que, en
ocasiones, la burocracia estatal impide el empleo oportuno de algunas herramientas. 

En febrero de este año se conocía que en la Región del Biobío existían 35 vehículos entregados a Carabineros hace
más de un mes y que no se estaban utilizando por facturas impagas.
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Un informe de

Contraloría alertó
sobre algunos casos
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existen y el problema es de gestión y
burocracia. La estructura institucional
vigente no favorece una respuesta ágil”.
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‘‘Parece necesaria una instancia
técnica ajena a cada servicio o
institución que valide la razonabilidad
e idoneidad de una decisión de compra”.
.......................................................................................................
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Un informe de abril señala que dos drones de la PDI “no presentaron utiliza-
ción” por la tardanza de la inscripción y del seguro.
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3.928
cámaras operativas tiene Las

Condes. Es la comuna con
mayor cantidad, según un
estudio realizado por la U.

Diego Portales. 

1.094
dispositivos tiene Vitacura,

la comuna que sigue en la lista. 

106
es la cantidad disponible en

Maipú.
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